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MENOR – SALUD – MEDICAMENTOS – PROCEDIMIENTOS -. TRANSPORTE - CONCEDE - “.Corresponde a esta Sala determinar: a) si las entidades accionadas lesionaron los derechos fundamentales del accionante, al no suministrarle el medicamento carbamazepina, el examen de ortopedia infantil, el procedimiento de frenillectomía y las terapias de rehabilitación neuropsicológica y de neurodesarrollo integral, establecer si es procedente ordenar su entrega y la atención integral solicitada, que incluye los transportes a los diferentes centro médicos; y b) analizar si se produjo una carencia actual de objeto por hecho superado.
(…)

En efecto, si bien la neuropediatra, el 19 de mayo último, rindió concepto acerca de que el medicamento carbamacepina debe ser suministrado de la marca MK el que “recibe desde hace dos años con buena respuesta y tolerancia” , el que se le entregó no corresponde a esa prescripción. Respecto a los demás servicios, aunque ya fueron aprobados, el único que ha sido suministrado es el de rehabilitación neuropsicológica, sin que se tenga certeza si los restantes serán prestados y si en lo sucesivo seguirán siendo entregados, ya que la autorización correspondiente no garantiza su efectivo suministro. 

En conclusión, no resulta posible declarar la carencia actual de objeto por hecho superado, figura que requiere una satisfacción completa de la obligación.
(…)

En el caso bajo estudio se cumplen las reglas citadas en la sentencia transcrita. En efecto, a) las terapias de neurodesarrollo ocupacional, fonoaudilógico y físico y la valoración por ortopedia infantil deben ser practicadas, en su orden, en zona rural de esta municipio y en la ciudad de Manizales; b) su familia no cuenta con recursos económicos para asumir los gastos del desplazamiento, tal como lo expresó al promover la acción, situación que no fue desvirtuada por los funcionarios demandados, y c) de no atenderse esas citas, se atenta contra la salud y la vida digna del enfermo, quien requiere de esos servicios para tratar sus enfermedades de epilepsia focal por displasia cortical, asociada a déficit cognitivo; además cabe recordar que el paciente, de siete años de edad, depende de un tercero para el desplazamiento.

Por tanto, puede decirse que en este caso concreto es procedente ordenar al Dispensario Médico demandado cubrir los gastos de transporte al centro médico APAES ubicado en el vereda El Placer de esta ciudad, al Hospital Infantil Universitario de Manizales o a cualquier otro municipio a la que deba transportarse el menor para ser atendido en sus padecimientos, y así se ordenará.

En este punto, es necesario recordar que según le informó la promotora de la acción a esta Sala, su hijo sufre de episodios de ansiedad cuando se transporta en buses de servicio público. Sin embargo, para poder conceder el desplazamiento a través de un medio de transporte especial, es necesario que exista un concepto médico que así lo determine y por ello la entidad deberá procurar su obtención.  
(…)
En estas condiciones, como en el caso objeto de estudio está acreditado que el accionante es una persona de especial protección, al tratarse de un menor de edad, se encuentra en tratamiento para el manejo de epilepsia focal por displasia cortical, asociada a déficit cognitivo, se considera necesario suministrar la atención integral que requiera con motivo de esa enfermedad, de conformidad con la jurisprudencia transcrita y teniendo en cuenta su cuadro patológico y la necesidad que tiene para que el servicio sea brindado de forma eficiente, oportuna y continua
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, julio seis (6) de dos mil diecisiete (2017)


Acta No. 344 de 6 de julio de 2017

Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00624-00 
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por la señora Liliana Ortiz Vásquez, como representante de su menor hijo KALO, contra el Director Nacional de Sanidad del Ejército Nacional y la Directora del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla San Mateo” de esta ciudad.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató la promotora de la acción los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Su hijo se encuentra afiliado a la Dirección de Sanidad, tal como lo acredita su carné de servicio de salud No. R-1089936493.

1.2 Los médicos tratantes le han ordenado los siguientes servicios de salud: a) valoración por ortopedia infantil, el 5 de octubre de 2015; b) procedimiento de frenillectomía, el 6 de ese mismo mes; c) doce sesiones de rehabilitación neuropsicológica, el 13 de febrero de este año; d) veinticuatro terapias de neurodesarrollo ocupacional, fonoaudilógico y físico, el 16 de mayo último y e) el 30 siguiente, el medicamento carbamezepina 100 (25) mg./5ml, laboratorios MK, solución oral FCO por 120 ml. 
1.3 Las entidades accionadas no han suministrado esas prestaciones.

1.4 Es una persona de escasos recursos económicos y por tanto no puede acceder a esos servicios de forma particular.

2. Considera lesionados los derechos a la vida, la salud y la igualdad. Para protegerlos, solicita se ordene a la Dirección Seccional de Sanidad, prestar los citados servicios médicos, los que también pidió como medida provisional, y garantizar el tratamiento integral, esto es exámenes, citas, medicinas, traslados intermunicipales desde su residencia hasta “la APAES, que queda ubicada en la finca El Piñal Oriental Vereda Combia El Placer”, así como el transporte a las diferentes IPS, estén o no en el POS, que requiera el niño para el manejo de sus patologías de epilepsia focal sintomática, trastorno del lenguaje expresivo, displasia cortical temporal derecha y déficit cognitivo. 
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del pasado 21 de junio se admitió la acción y como medida provisional se ordenó suministrar el medicamento carbamazepina 2% suspensión oral, las terapias de rehabilitación neuropsicológica y de neurodesarrollo ocupacional, fonoaudilógico y físico, el procedimiento de frenillectomía y la valoración por ortopedia infantil. 
2. Solamente se pronunció el Director Encargado del Dispensario Médico I Batallón de Artillería No. 8 “Batalla San Mateo” de esta ciudad, para solicitar la desvinculación de la entidad que representa. Lo anterior porque en cumplimiento de la medida provisional ordenada, se entregaron a la promotora de la acción las autorizaciones para el medicamento carbamazepina 2% suspensión oral, la rehabilitación por neupsicología, la audiometría tonal, las terapias integrales de neurodesarrollo, el encefalograma y las valoraciones por odontopediatría y ortopedia infantil. Por tanto, no existe evidencia de lesión alguna a los derechos fundamentales del menor.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta Sala determinar: a) si las entidades accionadas lesionaron los derechos fundamentales del accionante, al no suministrarle el medicamento carbamazepina, el examen de ortopedia infantil, el procedimiento de frenillectomía y las terapias de rehabilitación neuropsicológica y de neurodesarrollo integral, establecer si es procedente ordenar su entrega y la atención integral solicitada, que incluye los transportes a los diferentes centro médicos; y b) analizar si se produjo una carencia actual de objeto por hecho superado. 
3. El menor KALO se encuentra afiliado al Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, que regula el Decreto 1795 de 2000
, en cuyo artículo 27 dispone: “Todos los afiliados y beneficiarios al SSMP, tendrán derecho a un Plan de Servicios de Sanidad en los términos y condiciones que establezca el CSSMP. Además cubrirá la atención integral para los afiliados y beneficiarios del SSMP en la enfermedad general y maternidad, en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación. Igualmente tendrán derecho a que el SSMP les suministre dentro del país asistencia médica, quirúrgica, odontológica, hospitalaria, farmacéutica y demás servicios asistenciales en Hospitales, Establecimientos de Sanidad Militar y Policial y de ser necesario en otras Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.”

4. De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, “El derecho a la salud de los niños y niñas tiene una protección reforzada, puesto que ellos hacen parte del grupo de los sujetos de especial protección constitucional. Lo antepuesto, porque desarrolla el derecho a la igualdad, mandato que impone mayores obligaciones a las autoridades y a los particulares de atender las enfermedades que padezcan los menores”
. 

La lesión a tal derecho puede producirse cuando el acceso a los servicios de salud y la atención preferente para los menores, sujetos de especial protección constitucional, no se presta de manera inmediata, completa y en función a las condiciones físicas y mentales de éstos. Así lo ha explicado la Corte Constitucional: 
“El Estado tiene la obligación de garantizar el disfrute del más alto nivel posible de salud y de atención de servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud de los niños. Este mandato se desprende del artículo 44 de la Constitución y de las normas de derecho internacional, por ejemplo el artículo 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño
; el artículo 4º de la Declaración de los Derechos del Niño
, numerales a) y d); el numeral 2° del artículo 12
 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales que fijó algunos parámetros que propenden por la protección de los derechos fundamentales de los niños. Las citadas normas internacionales atribuyen el deber estatal de suministrar de forma integral el tratamiento para las enfermedades que padecen los menores.

En la Sentencia SU-819 de 1999, la Corte advirtió la prevalencia de los derechos de los niños de la siguiente forma:

“El derecho a la salud en el caso de los niños, en cuanto derivado necesario del derecho a la vida y para garantizar su dignidad, es un derecho fundamental prevalente y por tanto incondicional y de protección inmediata cuando se amenaza o vulnera su núcleo esencial. En consecuencia, el Estado tiene en desarrollo de la función protectora que le es esencial dentro del límite de su capacidad, el deber irrenunciable e incondicional de amparar la salud de los niños”.

Bajo esa perspectiva, la jurisprudencia de esta Corporación, al interpretar el cuerpo normativo que regula la garantía de los derechos de los niños ha concluido que en todos los casos relacionados con la protección de sus derechos, “el criterio primordial a seguir por las autoridades competentes debe ser el de la preservación y protección del interés prevaleciente y superior del menor”
, lo cual se traduce en la ejecución inmediata de las medidas necesarias para garantizar sus derechos.

Así mismo, las Salas de Revisión han precisado que la prevalencia de los derechos de los niños obliga a que
: i) la atención a éstos sea prestada de forma inmediata; ii) el servicio o insumo sea suministrado sin demora cuando se ha emitido la autorización respectiva; iii) los medicamentos al igual que tratamientos sean de calidad; y iv) la actualización de la valoración médica se presente de forma repetida de acuerdo a las condiciones de salud del paciente
.

…

5.3.
 En conclusión, esta Corte ha considerado que el derecho a acceder a los servicios de salud es el presupuesto mínimo para el goce efectivo del derecho a la salud, el cual debe garantizarse de manera preferente sobre los niños y las niñas y adolescentes, debido a su especial condición de vulnerabilidad. El acceso a los servicios de salud y la atención preferente sobre sujetos de especial protección constitucional, resultan insuficientes si no se prestan de manera inmediata, completa y en función a las condiciones físicas además mentales. Esas normas judiciales se refuerzan en menores con discapacidad. Al mismo tiempo son aplicables al Sistema Especial de Salud de las Fuerzas Armadas.”

 

5. Se encuentra probado que los médicos tratantes recomendaron a KALO las siguientes prestaciones de salud: a) desde el 5 de octubre de 2015, la valoración por ortopedia infantil
; b) desde el 6 de ese mismo mes, el procedimiento de frenillectomía
; c) el 13 de febrero de este año, doce sesiones de rehabilitación neuropsicológica
; d) el pasado 16 de mayo, terapias de neurodesarrollo ocupacional, fonoaudilógico y físico, doce por cada una, para ser practicadas en el APAES ubicado en la finca El Piñal Oriental de la vereda El Placer de Combia 
 y e) el 30 de ese mismo mes, el medicamento carbamezepina
. 

De conformidad con los hechos de la demanda, para la fecha en que se instauró, ninguno de esos servicios habían sido suministrados  por el Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla San Mateo”, circunstancia que no fue controvertida.

En esas condiciones puede decirse que la accionada lesionó el derecho a la salud de que es titular el menor demandante, a pesar de tratarse de un niño, sujeto de especial protección constitucional, quien, además, sufre de varios padecimientos particularmente graves, al dilatar sin justificación alguna la continuidad y oportunidad de su tratamiento, prolongándose sus padecimientos, por lo que se desconoció su derecho de acceder en condiciones dignas a los servicios de salud.

Al pronunciarse respecto al amparo propuesto y con ocasión a la medida provisional decretada por esta Sala, el Director encargado de esa entidad indicó que ya se había hecho entrega a la promotora de la acción, las autorizaciones médicas respectivas.

Para acreditar su dicho, aportó copia de las actas de entrega del medicamento carbamazepina de las fechas 10 de marzo
, 21 de abril
, 30 de mayo y 21 de junio de este año
. También de la autorización para doce sesiones de rehabilitación neuropsicológica, recibida por la progenitora del menor el 22 de junio último
. Así mismo, incorporó copia de autorización para cita de valoración por ortopedia infantil en el Hospital Infantil Universitario de Manizales, esta sin constancia de recibido
 y fotocopias de un libro en el que, según se desprende de su lectura, se le comunica a los padres del menor sobre la aprobación de los servicios de audiometría tonal
, de las terapias integrales de neurodesarrollo,
 del electroencefalograma
 y de odontopediatría
. 

Esta Sala, para establecer la certeza de esos hechos, se comunicó con la madre del menor quien indicó que: a) ya habían sido autorizadas las doce sesiones de rehabilitación neuropsicológica, las que se empezaron a llevar a cabo desde el 27 de junio pasado; b) también las terapias de neurodesarrollo ocupacional, fonoaudilógico y físico, por doce sesiones cada una. Sin embargo, explicó, esas terapias se deben realizar en zona rural de esta ciudad y por tal motivo debe desplazarse hasta ese lugar empleando el servicio público, el que resulta perjudicial para su hijo, pues en anteriores ocasiones en que ha tenido que utilizar ese medio, ha sufrido de episodios de ansiedad a consecuencia del trayecto que recorre el bus y del constante flujo de pasajeros que moviliza; c) la valoración por ortopedia fue aprobada para un centro médico en Manizales, a donde no le resulta fácil trasladarse por falta de recursos económicos, del medio de transporte al que debe acudir y porque no conoce esa ciudad; d) se autorizaron dos citas con odontopediatra para el 4 y el 8 de agosto de este año, para efecto de someter al menor al procedimiento de frenillectomía y e) la entrega del fármaco carbamazepina no corresponde a la marca MK, el que, según su médico tratante, es el que debe tomar para evitar contraindicaciones y porque a pesar de que la fórmula es para seis meses, siete tarros para cada mes, solo le han entregado tres
. 

Es decir que a pesar de que en la actualidad se reconoce la obligación de otorgar tales servicios médicos, la orden respectiva no ha sido cumplida en la forma indicada por los galenos tratantes.

En efecto, si bien la neuropediatra, el 19 de mayo último, rindió concepto acerca de que el medicamento carbamacepina debe ser suministrado de la marca MK el que “recibe desde hace dos años con buena respuesta y tolerancia”
, el que se le entregó no corresponde a esa prescripción. Respecto a los demás servicios, aunque ya fueron aprobados, el único que ha sido suministrado es el de rehabilitación neuropsicológica, sin que se tenga certeza si los restantes serán prestados y si en lo sucesivo seguirán siendo entregados, ya que la autorización correspondiente no garantiza su efectivo suministro. 
En conclusión, no resulta posible declarar la carencia actual de objeto por hecho superado, figura que requiere una satisfacción completa de la obligación. 

6. La promotora de la acción también pretende que le brinden los gastos necesarios para el transporte de ida y regreso hasta el centro médico APAES ubicado en el vereda El Placer de esta ciudad, así como los que requiera para acudir a las citas programadas en otras IPS.
Lo relacionado con tales gastos no hace parte del plan de servicios de sanidad militar y policial. Sin embargo, la jurisprudencia constitucional los ha reconocido siempre y cuando se reúnan algunos requisitos que fueron reiterados en la sentencia T-233 de 2011, así:

“El traslado de pacientes de su domicilio a la institución donde debe ser prestado el servicio de salud que requiera y que no puede ser cubierto por la entidad de salud a la cual se encuentra afiliado debe correr por cuenta del usuario o sus familiares. Empero, en ciertos casos especiales, dadas las circunstancias del paciente, es posible que las propias entidades de salud asuman gastos de traslado de manera excepcional con el fin de garantizar el derecho de accesibilidad a los servicios necesitados. En dichos eventos se debe verificar que:

“(i) el procedimiento o tratamiento debe ser imprescindible para asegurar el derecho a la salud y la integridad de la persona. Al respecto se debe observar que la salud no se limita a la conservación del conjunto determinado de condiciones biológicas de las que depende, en estricto sentido, la vida humana, sino que este concepto, a la luz de lo dispuesto en los artículos 1° y 11 del Texto Constitucional, extiende sus márgenes hasta comprender los elementos requeridos por el ser humano para disfrutar de una vida digna
 (ii) el paciente o sus familiares carecen de recursos económicos para sufragar los gastos de desplazamiento
 y (iii) la imposibilidad de acceder al tratamiento por no llevarse a cabo el traslado genera riesgo para la vida, la integridad física o la salud del paciente, la cual incluye su fase de recuperación
.”

A la luz de esta jurisprudencia y atendiendo el principio de integralidad, el transporte en salud es susceptible de protección constitucional y toda persona tiene derecho a que se remuevan las barreras y obstáculos que le impidan acceder a los servicios de salud que requiere con necesidad, cuando implican el desplazamiento a un lugar distinto al de residencia, debido a que en su territorio no existan instituciones en capacidad de prestarlo y no pueda asumir los costos de dicho traslado.

También tiene derecho a que se costee el traslado de un acompañante, si su presencia y soporte se requiere para poder acceder al servicio de salud. La regla jurisprudencial aplicable para la procedencia del amparo constitucional respecto a la financiación del traslado del acompañante ha sido definida en los siguientes términos:“(i) el paciente sea totalmente dependiente de un tercero para su desplazamiento, (ii) requiera atención permanente para garantizar su integridad física y el ejercicio adecuado de sus labores cotidianas y (iii) ni él ni su núcleo familiar cuenten con los recursos suficientes para financiar el traslado”
.

En suma, una EPS vulnera el derecho fundamental a la salud de una persona cuando presta un servicio en salud fraccionado, dejando por fuera exámenes, medicamentos y demás procedimientos que la persona requiere para recuperarse o cuando no autoriza el transporte necesario para acceder al tratamiento prescrito por el médico tratante. Ha precisado la jurisprudencia que es irrelevante si algunos de los servicios en salud son POS y otros no, en tanto “las entidades e instituciones de salud son solidarias entre sí, sin perjuicio de las reglas que indiquen quién debe asumir el costo y del reconocimiento de los servicios adicionales en que haya incurrido una entidad que garantizó la prestación del servicio de salud, pese a no corresponderle”
.

En este caso, la omisión en la prestación del servicio se predica de la Dirección General de Sanidad de las Fuerzas Militares. En virtud del artículo 279 de la Ley 100 de 1993, las Fuerzas Militares y la Policía Nacional se sujetan a un régimen especial de salud, al cual se encuentra afiliado tanto el personal militar como el civil en los supuestos que establece la correspondiente normatividad (artículos 19 de la Ley 352 de 1997 y 23 del Decreto 1795 de 2000). Según lo establecido por el Decreto Ley 1795 de 2000, en virtud del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, el objeto del Sistema es prestar el Servicio de Sanidad inherente a las Operaciones Militares y del Servicio Policial como parte de su logística Militar y además brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios
.”

En el caso bajo estudio se cumplen las reglas citadas en la sentencia transcrita. En efecto, a) las terapias de neurodesarrollo ocupacional, fonoaudilógico y físico y la valoración por ortopedia infantil deben ser practicadas, en su orden, en zona rural de esta municipio y en la ciudad de Manizales; b) su familia no cuenta con recursos económicos para asumir los gastos del desplazamiento, tal como lo expresó al promover la acción, situación que no fue desvirtuada por los funcionarios demandados, y c) de no atenderse esas citas, se atenta contra la salud y la vida digna del enfermo, quien requiere de esos servicios para tratar sus enfermedades de epilepsia focal por displasia cortical, asociada a déficit cognitivo; además cabe recordar que el paciente, de siete años de edad, depende de un tercero para el desplazamiento.
Por tanto, puede decirse que en este caso concreto es procedente ordenar al Dispensario Médico demandado cubrir los gastos de transporte al centro médico APAES ubicado en el vereda El Placer de esta ciudad, al Hospital Infantil Universitario de Manizales o a cualquier otro municipio a la que deba transportarse el menor para ser atendido en sus padecimientos, y así se ordenará.
En este punto, es necesario recordar que según le informó la promotora de la acción a esta Sala, su hijo sufre de episodios de ansiedad cuando se transporta en buses de servicio público. Sin embargo, para poder conceder el desplazamiento a través de un medio de transporte especial, es necesario que exista un concepto médico que así lo determine y por ello la entidad deberá procurar su obtención.  
7. En relación con el tratamiento integral solicitado, es preciso indicar que la Ley 1751 de 2015, por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones, establece en su artículo 8º que: 

“La integralidad. Los servicios y tecnologías de salud deberán ser suministrados de manera completa para prevenir, paliar o curar la enfermedad, con independencia del origen de la enfermedad o condición de salud, del sistema de provisión, cubrimiento o financiación definido por el legislador. No podrá fragmentarse la responsabilidad en la prestación de un servicio de salud específico en desmedro de la salud del usuario.

En los casos en los que exista duda sobre el alcance de un servicio o tecnología de salud cubierto por el Estado, se entenderá que este comprende todos los elementos esenciales para lograr su objetivo médico respecto de la necesidad específica de salud diagnosticada.”

Sobre el tema, ha dicho la Corte Constitucional:

“El tratamiento integral está regulado en el Artículo 8° de la Ley 1751 de 2015, implica garantizar el acceso efectivo al servicio de salud, lo que incluye suministrar “todos aquellos medicamentos, exámenes, procedimientos, intervenciones y terapias, entre otros, con miras a la recuperación e integración social del paciente, sin que medie obstáculo alguno independientemente de que se encuentren en el POS o no”
.  Igualmente, comprende un tratamiento sin fracciones, es decir “prestado de forma ininterrumpida, completa, diligente, oportuna y con calidad”
.

…

El tratamiento integral también implica la obligación de no fraccionar la prestación del servicio, por lo que está conexo con el principio de continuidad, que, de acuerdo a la jurisprudencia constitucional, obliga a prestar los servicios de salud de modo adecuado e ininterrumpido
. Para tal efecto, las entidades de salud deben actuar con sujeción al principio de solidaridad, de modo que los trámites administrativos no sean un obstáculo en la prestación de sus servicios y los mismos sean brindados de forma coordinada y armónica.

…

Como corolario de lo anterior se tiene que, el tratamiento integral implica prestar los servicios de salud de manera oportuna, continúa e ininterrumpida. Los trámites administrativos no pueden ser excesivos y en ningún caso justifican la demora o la negación en el cumplimiento de una orden del médico tratante, de lo contrario se lesiona el derecho fundamental a la salud…

Por último, se resalta que ese desarrollo de funciones, garantista y protector al que están obligados los operadores del sistema de salud, también debe guiar la actuación del juez constitucional, y con mayor amplitud cuando deba pronunciarse frente a una tutela en la que uno de los sujetos procesales se encuentre en un estado de debilidad manifiesta”
.
En estas condiciones, como en el caso objeto de estudio está acreditado que el accionante es una persona de especial protección, al tratarse de un menor de edad, se encuentra en tratamiento para el manejo de epilepsia focal por displasia cortical, asociada a déficit cognitivo, se considera necesario suministrar la atención integral que requiera con motivo de esa enfermedad, de conformidad con la jurisprudencia transcrita y teniendo en cuenta su cuadro patológico y la necesidad que tiene para que el servicio sea brindado de forma eficiente, oportuna y continua
.

8. Así las cosas, se concederá el amparo solicitado y para proteger el derecho a la salud de que es titular el niño KALO, se ordenará a la Capitán Teresa Liliana Leyva Quintero, Directora del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo”, que: a) dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, proceda a entregarle el medicamento carbamacepina de laboratorios MK, hasta cubrir completamente la fórmula ordenada por su médico tratante y a garantizarle la correcta y oportuna prestación de los servicios de rehabilitación neuropsicológica, terapias de neurodesarrollo ocupacional, fonoaudilógico y físico, valoración por ortopedia y citas con odontopediatra; b) suministrar al referido menor el tratamiento integral que requiera para el manejo de su enfermedad de epilepsia focal por displasia cortical, asociada a déficit cognitivo, en los términos que dispongan sus médicos tratantes, estén o no incluidos en el plan de servicios de sanidad militar y policial y d) cubrirle a él y a su acompañante, los gastos de transporte al centro médico APAES ubicado en el vereda El Placer de esta ciudad, al Hospital Infantil Universitario de Manizales o a cualquier otro municipio al que deba acudir el menor para el manejo del citado padecimiento. Para efecto de determinar si dicho desplazamiento se debe realizar en un vehículo especial, obtendrá, en el término de cuarenta y ocho horas, concepto médico en el que se especifique si el menor necesita tal medio o si, por el contrario, puede trasladarse en cualquiera de los que hagan parte de la oferta del servicio público.   
9. No se impondrá orden alguna al Director Nacional de Sanidad del Ejército Nacional, quien no ha lesionado el derecho de que se trata, pues es la Dirección del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” la competente para resolver, tal como se infiere de la actuación que se ha desplegado en este trámite.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: CONCEDER la tutela solicitada por Liliana Ortiz Vásquez, como representante de su menor hijo KALO, contra el Director Nacional de Sanidad del Ejército Nacional y la Directora del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla San Mateo” de esta ciudad.
SEGUNDO: Se ordena a la Capitán Teresa Liliana Leyva Quintero, Directora del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo”, o a quien haga sus veces, que: a) dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, proceda a entregarle al menor el medicamento carbamacepina de laboratorios MK, hasta cubrir completamente la fórmula ordenada por su médico tratante y a garantizarle la correcta y oportuna la prestación de los servicios de rehabilitación neuropsicológica, terapias de neurodesarrollo ocupacional, fonoaudilógico y físico, valoración por ortopedia infantil y citas con odontopediatra; b) suministrarle el tratamiento integral que requiera para el manejo de su enfermedad de epilepsia focal por displasia cortical, asociada a déficit cognitivo, en los términos que dispongan sus médicos tratantes, estén o no incluidos en el plan de servicios de sanidad militar y policial y c) brindarle los gastos de transporte que requiera, con un acompañante, para su traslado al centro médico APAES ubicado en el vereda El Placer de esta ciudad y al Hospital Infantil Universitario de Manizales; también a cualquier otro municipio al que deba acudir el menor para el manejo de sus actuales dolencias. Para efecto de determinar si dichos desplazamientos se deben realizar en un vehículo especial, obtendrá, en el término de cuarenta y ocho horas, concepto médico en el que se determine la procedencia de esa medida teniendo en cuenta su estado de salud, o si, por el contrario, puede trasladarse por cualquiera de los medios ofrecidos por el servicio público.   

(Continúa parte resolutiva de sentencia de primera instancia proferida en la acción de tutela radicada: 66001-22-13-000-2017-00624-00)

TERCERO: No se impone orden alguna al Director Nacional de Sanidad del Ejército Nacional. 
CUARTO: Notifíquese esta providencia a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
QUINTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.
Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Ver fotocopia del carné de servicios de salud obrante a folio 5.


� Corte Constitucional. Sentencia T-644 de 2014, Magistrada Ponente: Martha Victoria Sáchica Méndez.


� “Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud. Los Estados partes se esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado de su derecho al disfrute de esos servicios sanitarios. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de este derecho y, en particular, adoptarán las medidas apropiadas para: (...) (b) asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención sanitaria que sean necesarias a todos los niños, haciendo hincapié en el desarrollo de la atención primaria de salud (...).”


� ‘[E]l niño debe gozar de los beneficios de la seguridad social. Tendrá derecho a crecer y desarrollarse en buena salud, con este fin deberán proporcionarse tanto a él como a su madre, cuidados especiales, incluso atención prenatal y postnatal. El niño tendrá derecho a disfrutar de alimentación, vivienda, recreo y servicios médicos adecuados’


�: ‘a), es obligación de los Estados firmantes adoptar medidas necesarias para ‘la reducción de la mortalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños’; mientras que el literal d) dispone que se deben adoptar medidas necesarias para ‘la creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad’


� Sentencia T-907 de 2004. 


� Respecto del derecho a la salud de los menores pueden consultarse las Sentencias T-625 de 2009, y T-170 de 2010, T-705 de 2011y T-623 de 2013 entre otras.


� Sentencia T-283 de 2013.


� Corte Constitucional. Sentencia T-644 de 2014, Magistrada Ponente: Martha Victoria Sáchica Méndez.


� Folio 9


� Folio 5


� Folio 6


� Folio 14


� Folio 18


� Folio 35


� Folios 37 y 40


� Folio 44


� Folio 47


� Folio 51


� Folio 48


� Folio 49


� Folio 50


� Folio 52


� Folio 56


� Folio 17


� Sentencia T-364 de 2005.


� Sentencias T-900 de 2002 ; T-197 de 2003 ; T-408 y T-861 de 2005 ; T-786 de 2006.


� Cfr. T-900 de 2002; T-197 de 2003; T-408 y T-861 de 2005; T-786 de 2006.


� Corte Constitucional, Sentencia T-301 de 2009. Sobre el particular también se puede consultar la Sentencia T-780 de 2013.


� Corte Constitucional, Sentencia T-350 de 2003. Esta decisión ha sido reiterada por la Corte en varias ocasione, por ejemplo, en las Sentencias T-962 de 2005  y T-459 de 2007, entre otras.


� Sentencia T-760 de 2008.


� Artículo 5 del Decreto – ley 1795 de 2000.


� Al respecto, ver entre otras las sentencias T-872 de 2012 y T-395 de 2015.


� T-611 de 2014


� Ver, entre otras, las sentencias T-111 de 2013 y T- 970 de 2007.


� Sentencia T-081 de 2016


� Ver historia clínica a folios 1, 7, 8 y 17
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